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PRÓLOGO

			LUIS MARÍA DÍEZ-PICAZO

			La actual literatura jurídica española tiene una acusada orientación doctrinal, en el sentido de que suele concentrarse en la interpretación de regulaciones e instituciones. Sus géneros característicos son el artículo de revista y el comentario de jurisprudencia, cuando no la monografía. A ello se añaden los cursos y manuales, destinados a la enseñanza universitaria de las distintas disciplinas jurídicas, que a menudo sirven también como obras de referencia para los prácticos del derecho.

			Digo todo esto para poner de relieve que, entre quienes escriben de derecho en España, no abundan otros enfoques. Los hay, pero son minoritarios y relativamente escasos. Así, a diferencia de lo que ocurre en otros países, no es fácil hallar buenos estudios empíricos sobre problemas jurídicos, por no mencionar que la sociología del derecho no ocupa el lugar que merece nuestro panorama intelectual. Y tampoco hay muchos cultivadores del derecho comparado propiamente dicho, más allá de las referencias de rigor a ciertas experiencias extranjeras en los escritos de corte doctrinal. Una suerte algo mejor ha corrido el análisis económico del derecho (law & economics), especialmente en algunos sectores del derecho privado. Todo ello muestra que nuestra cultura jurídica tiende a la introspección, sin prestar suficiente atención al mundo exterior ni a las relaciones entre derecho y sociedad. Es más: la divulgación jurídica, tan necesaria para la educación de la ciudadanía en una sociedad democrática, resulta pobre en comparación con la divulgación económica o, incluso, la científica.

			En este contexto de deseable diversificación de la literatura jurídica española, es noticia —buena noticia— la aparición de un libro como Casos prácticos de procedimiento administrativo y proceso contencioso-administrativo: el estudio de casos conduce al jurista a abrirse a la realidad social y a valorar la experiencia y, en ese sentido, supone ya un contrapeso a la arriba mencionada actitud introspectiva. Este libro ha sido elaborado por un conjunto de profesionales (magistrados, abogados, funcionarios públicos) con amplia experiencia en el ámbito del derecho administrativo. No sé hasta qué punto sería viable en nuestro país organizar la enseñanza del derecho únicamente mediante el estudio de casos, tal como vienen haciendo los norteamericanos desde finales del siglo XIX. Dicho de otro modo, dudo que el peso de la tradición romano-germánica o de civil law permitiera prescindir de una formación jurídica inicial basada en la presentación sistemática de las «instituciones» de cada sector del ordenamiento. Pero ello no significa que esa iniciación de tipo institucional y, por tanto, esencialmente doctrinal no deba ir acompañada y complementada por un estudio serio de casos; algo que desafortunadamente no ha sido frecuente entre nosotros.

			Mientras que la formación institucional permite tener una visión de conjunto del sector del ordenamiento de que se trate (civil, mercantil, penal, administrativo, etc.), el método del caso hace otras aportaciones, igualmente importantes, a la formación del jurista: obliga a ponderar la relevancia de cada norma, exige poner en conexión unos temas con otros, entrena en el análisis y la argumentación. Sobre todo, la frecuentación de casos enseña que el derecho es fundamentalmente una técnica o un arte, mucho más que una ciencia. Este dato, que es más difícil de captar en una perspectiva doctrinal, ayuda a comprender que el derecho carece de sentido si no soluciona problemas reales y, por tanto, que la clave de todo profesional del derecho debe ser —junto con el establecimiento de los hechos relevantes— preguntarse por las consecuencias jurídicas de cada posible opción.

			Estos Casos prácticos de procedimiento administrativo y proceso contencioso-administrativo abarcan las principales cuestiones que se suscitan en la aplicación del derecho administrativo, tanto en vía administrativa como en vía jurisdiccional. Y al hilo de esas cuestiones procedimentales se hace hincapié también en temas sustantivos. Por ejemplo, el denso mundo de las sanciones administrativas. Los casos aquí recogidos son verosímiles y, por ello mismo, útiles; y son, además, lo suficientemente complejos como para obligar a un estudio reflexivo. En este orden de ideas, es un acierto de los autores no haberse limitado a elaborar un test de preguntas para cada caso, sino haber introducido también ciertas «actividades» como invitación al alumno a entrenarse en el razonamiento jurídico y en la redacción de textos profesionales.

			Creo así que el objetivo primario de este libro, consistente en ser instrumento para la preparación del examen de acceso a la abogacía, puede considerarse alcanzado. Y seguramente podría ser útil también para los estudiantes del grado en derecho. Debo felicitar por esta feliz iniciativa a la Universitat Oberta de Catalunya y, desde luego, a los autores de la obra, cuya utilización recomiendo sin reservas.
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1. INTRODUCCIÓN

			El presente libro pretende ser un instrumento docente para apoyar el aprendizaje de los fundamentos del procedimiento administrativo y el proceso contencioso-administrativo desde una perspectiva práctica. Tiene vocación de complementar los materiales que profesores y estudiantes de las asignaturas que, en los Másteres de Abogacía, se ocupan de las normas procedimentales y procesales propias del Derecho Administrativo, así como la preparación de la parte especial del examen de acceso a la abogacía, sin perjuicio de que también pueda resultar de utilidad para reforzar el estudio práctico del procedimiento administrativo y de la práctica forense administrativa en otras asignaturas de titulaciones universitarias de grado, postgrado o máster.

			A lo largo de los 18 casos prácticos propuestos se abordan cuestiones generales del procedimiento administrativo y contencioso-administrativo desde una perspectiva práctica. Se trata de un material orientado a afianzar los conocimientos teóricos propios de la materia a través de las actividades propuestas, pero también para el desarrollo de otras competencias de naturaleza práctica, tales como la redacción de comunicaciones profesionales, o la preparación de notas o informes de contenido jurídico, la resolución de consultas o la elaboración de escritos procesales.

			Con la finalidad de posibilitar el uso del libro como material de estudio autónomo, cada uno de los casos se acompaña de las respectivas respuestas orientativas. Se trata de respuestas que aun siendo completas no pretenden ahondar en los temas desde una perspectiva teórica, sino facilitar al estudiante una guía sobre cómo aplicar en la práctica los conocimientos adquiridos durante sus estudios.

			Se ofrece también en cada uno de los casos bibliografía complementaria para que los interesados puedan profundizar en alguno de los aspectos concretos tratados.

			De cara a la preparación del examen de acceso a la Abogacía se incluye también una batería de un total de 100 preguntas test, de las que 75 tratan sobre procedimiento administrativo y proceso contencioso-administrativo, y otras 25 se refieren a las materias comunes del examen de acceso a la Abogacía.

			Este trabajo es el resultado de la colaboración entre un grupo de profesores vinculados a los Estudios de Derecho y Ciencia Política de la Universitat Oberta de Catalunya y que conforman el cuadro de profesores de la asignatura Procesos contencioso-administrativo y laboral del Máster Universitario de Abogacía de la Universitat Oberta de Catalunya (UOC). Se trata de un equipo de juristas que aúna la experiencia en el ejercicio de diferentes profesiones jurídicas con la actividad docente.

			El contenido de este libro recoge por tanto dicha experiencia para ofrecer materiales a los estudiantes no solo para la preparación del examen de acceso a la abogacía, sino también para el estudio del procedimiento administrativo y del proceso contencioso-administrativo en asignaturas de grado o postgrado en titulaciones del ámbito jurídico.

		

	
		
			
2. CASOS PRÁCTICOS

		

	
		
			
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

			
				
					
					
				
				
					
							
							1

						
							
							Responsabilidad patrimonial de la Administración Pública. Requisitos de la responsabilidad patrimonial, procedimiento y plazos. Peculiaridades de las reclamaciones ante la Administración sanitaria: doctrina de la «pérdida de oportunidad» y «consentimiento informado». Cálculo de indemnización.

						
					

					
							
							2

						
							
							Interesados en el procedimiento. Requisitos de las notificaciones administrativas. Posibilidad de recurrir actos administrativos de trámite. Circunstancias necesarias para tener la condición de interesado en el procedimiento. Principio de responsabilidad individual en el procedimiento sancionador.

						
					

					
							
							3

						
							
							Medio ambiente. Contaminación acústica y responsabilidad patrimonial. Procedimiento y recursos administrativos.

						
					

					
							
							4

						
							
							Derechos de los interesados en el procedimiento administrativo. La lengua en la tramitación de los procedimientos. Derecho de acceso al expediente en curso por parte de la persona interesada. Derecho a la subsanación y mejora de las solicitudes (principio de antiformalismo). Plazo máximo de tramitación del procedimiento administrativo. Silencio administrativo.

						
					

					
							
							5

						
							
							Autorizaciones, licencias, declaración responsable y comunicación previa. Potestad de intervención de la Administración para el control de las actividades privadas. Simplificación administrativa.

						
					

					
							
							6

						
							
							Órganos colegiados. Funcionamiento de los órganos colegiados de las administraciones públicas: los tribunales de selección. Abstención y recusación.

							La revisión de los actos administrativos. La revisión de oficio de los actos nulos.

						
					

					
							
							7

						
							
							Procedimiento administrativo sancionador. Información y actuaciones previas al procedimiento sancionador. Deber de colaboración con los servicios de inspección de las Administraciones Públicas. Principios del procedimiento administrativo sancionador. Legitimación para la impugnación de resoluciones dictadas en procedimientos de naturaleza sancionadora.

						
					

					
							
							8

						
							
							El procedimiento administrativo sancionador: especialidades procedimentales. El procedimiento disciplinario de los funcionarios públicos. Colectivos específicos. Legislación específica. La revisión de los actos administrativos. Los recursos administrativos ordinarios: el recurso de reposición. Actos impugnables. Iniciación del procedimiento contencioso administrativo. Los requisitos de representación y defensa. La tramitación del procedimiento.

						
					

					
							
							9

						
							
							Procedimiento administrativo sancionador. Principios, especialidades procedimentales, ejecutividad.

						
					

					
							
							10

						
							
							Recursos administrativos ordinarios. Recurso de alzada. Plazo de interposición del recurso administrativo. Invalidez del acto administrativo. Suspensión de la ejecución de la sanción administrativa. La demora en la resolución del recurso de alzada y su incidencia en la prescripción de la sanción.

						
					

				
			

		

	
		
			
PROCESO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO

			
				
					
					
				
				
					
							
							11

						
							
							Iniciación del procedimiento. Cuestión de falta de jurisdicción. Competencia objetiva y territorial. Actuación del Ministerio Fiscal.

						
					

					
							
							12

						
							
							Impugnabilidad de actuaciones administrativas. Control de la legalidad de actuaciones de órganos distintos de la Administración sujetos a Derecho Administrativo. Acceso a la jurisdicción de cuestión que ha sido objeto de recurso de alzada. Solicitud de práctica de prueba y proposición de medios probatorios. Nulidad de actuaciones administrativas.

						
					

					
							
							13

						
							
							Ejecución de Sentencia. Competencia para conocer de la ejecución. Modalidades de ejecución dineraria y no dineraria. Legitimación en el incidente de ejecución. Extensión de efectos de la sentencia.

							Actos administrativos. Efectos. Irretroactividad de actos no favorables.

						
					

					
							
							14

						
							
							Sentencia. Contenido de la Sentencia. Pronunciamientos y congruencia.

							Recurso de apelación. Resoluciones recurribles. Legitimación para recurrir.

							Ejecución de Sentencia. Imposibilidad legal o material. Nulidad de los actos dictados con la finalidad de eludir el cumplimiento de la Sentencia.

						
					

					
							
							15

						
							
							Procedimiento para la protección de los derechos fundamentales. Derecho de reunión y manifestación. Procedimiento, partes legitimadas, plazos, y recursos.

						
					

					
							
							16

						
							
							Recurso de apelación. Impugnabilidad de sentencias dictadas por Juzgados —Centrales— de lo Contencioso-Administrativo. Competencia para conocer el recurso de apelación. Efectos de la admisión del recurso de apelación.

						
					

					
							
							17

						
							
							Incidentes procesales durante la tramitación del procedimiento. Suspensión por posible prejudicialidad penal. Ampliación del objeto de la demanda por resolución extemporánea. Inadmisión de pruebas. Recurso de queja. Efectos de una eventual nulidad de actuaciones.

						
					

					
							
							18

						
							
							Recurso de casación. Impugnabilidad de sentencias dictadas por Tribunales Superiores de Justicia en primera o única instancia. Competencia para conocer del recurso de casación. Trámite de admisión del recurso de casación. Objeto del recurso de casación.

						
					

				
			

		

	
		
			
INSTRUCCIONES Y RECOMENDACIONES

			— A cada uno de los casos se acompañan materiales recomendados para la resolución del supuesto práctico, como normativa, jurisprudencia o dictámenes sobre la materia a analizar; también se incluyen referencias bibliográficas para profundizar en el tema propuesto.

			— Con carácter general, para la resolución de los casos es necesario tener en cuenta la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPAC), la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP) y, en relación con los casos sobre proceso contencioso-administrativo, la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA). En caso de ser necesaria normativa adicional se indica en el apartado «materiales» de cada uno de los casos prácticos.

			— Para la consulta de jurisprudencia es necesaria la utilización de bases de datos jurídicas. Se recomienda también su consulta a través del buscador de jurisprudencia del Tribunal Constitucional (www.tribunalconstitucional.es) o el buscador CENDOJ del Consejo General del Poder Judicial (http://www.poderjudicial.es).

			— Aunque carece de valor oficial, es importante consultar siempre la norma consolidada, disponible en cualquier base de datos legislativa, a fin de tener en cuenta las posibles modificaciones de que haya sido objeto y las diferentes versiones de la misma vigentes en cada momento. El sitio web del Boletín Oficial del Estado (BOE) ofrece de forma gratuita una versión consolidada de la legislación (www.boe.es).

			— Se recomienda resolver las actividades propuestas en los supuestos prácticos, así como las preguntas test antes de consultar las soluciones orientativas. Estas no profundizan en los temas propuestos desde un punto de vista teórico, sino que buscan orientar las soluciones que el futuro abogado deberá aportar en su práctica profesional.

			— Todos los supuestos planteados son ficticios, sin perjuicio de que puedan basarse en casos reales.

		

	
		
			
CASO PRÁCTICO 1

			Isabel, de 17 años, lleva dos o tres días en su casa, sita en Vélez Rubio (Almería), con dolor abdominal en el lado derecho, fiebre, vómitos, y náuseas.

			A última hora de la tarde decide acudir al centro de salud de su localidad, perteneciente a la red del sistema público de salud. El médico de urgencias la explora, y sin realizar ninguna prueba diagnóstica, le dice que no es nada grave, una intoxicación alimentaria, que tome un protector de estómago, y un antiinflamatorio no esteroideo (AINE) cada ocho horas durante tres días, y que vuelva a urgencias si persiste el dolor.

			A los dos días, Isabel continúa con los mismos síntomas y padece un dolor abdominal agudo que la imposibilita para sus tareas diarias, por lo que vuelve al centro de salud de Vélez-Rubio (Almería), donde el mismo médico de urgencias la explora, y, tras descartar un embarazo, le indica que se trata de un quiste ovárico, propio de la edad, y le recomienda que pida cita en el servicio de ginecología. En esta segunda visita únicamente realizó una exploración mediante la palpación de la zona abdominal, y un análisis de sangre para descartar un embarazo.

			Al día siguiente de esta última visita, los padres de Isabel, ante la intensidad del dolor, la trasladan al Hospital Universitario Virgen de las Nieves de Granada, donde le diagnostican una apendicitis en estado avanzado, que ha ocasionado una peritonitis.

			Isabel fue intervenida de urgencia, sin que se firmase el consentimiento informado, dada la gravedad de la situación y el riesgo vital existente, y se le practicó una apendicectomía.

			Durante la intervención quirúrgica hubo ciertas complicaciones; finalmente Isabel, tras tres meses de hospitalización quedó recuperada, y fue dada de alta sin secuelas, salvo una cicatriz de 10 centímetros.

			
ACTIVIDAD 1

			Dos meses después de que Isabel fuera dada de alta, los padres de Isabel, que ha cumplido los 18 años durante su estancia en el Hospital, acuden a tu despacho. Te consultan si pueden reclamar alguna cantidad a la Administración pública.

			Redacta un breve escrito (máximo 2 folios) en el que des respuesta a su consulta, indicándoles quién puede reclamar, en qué plazo, ante quién habría que reclamar, cuál es el régimen jurídico aplicable y el objeto de la reclamación.

			
ACTIVIDAD 2

			Redacta un breve escrito (máximo 2 folios) en el que expliques qué es la conocida como «doctrina de la pérdida de oportunidad» en el ámbito de la responsabilidad patrimonial sanitaria y su relación con el caso de Isabel.

			
ACTIVIDAD 3

			Señala los medios de prueba de que intentarías valerte, tanto en vía administrativa como en vía judicial, en caso de que presentases finalmente una reclamación patrimonial.

			
ACTIVIDAD 4

			Realiza un cálculo motivado de la cantidad económica que consideras se podría reclamar, especificando los distintos conceptos por los que se podría reclamar y su importe.

			
PREGUNTAS TEST

			1. El plazo de prescripción para la reclamación de Isabel empezará a computarse:

			a) Desde la curación o la determinación del alcance de las secuelas.

			b) Desde el día siguiente a la primera visita al centro de salud.

			c) Desde el día en que se practicó la apendicetomía.

			d) Desde el día en que se trasladó a Isabel a la habitación, una vez terminada la intervención quirúrgica.

			2. En caso de que la Administración desestime mediante resolución expresa que ponga fin a la vía administrativa la reclamación presentada por Isabel, el plazo para su impugnación en vía judicial es de:

			a) Dos meses contados desde el día siguiente al de la notificación del acto administrativo.

			b) Un mes contado desde el día siguiente al de la notificación del acto administrativo.

			c) Seis meses contados desde el día siguiente al de la notificación del acto administrativo.

			d) Tres meses contados desde el día siguiente al de la notificación del acto administrativo.

			3. Isabel presentó la reclamación, pero la Administración no ha dictado ninguna resolución. ¿A partir de qué momento se entiende desestimada por silencio administrativo?

			a) Transcurridos doce meses desde que se inició el procedimiento.

			b) Transcurridos tres meses desde que se inició el procedimiento.

			c) Transcurridos dos meses desde que se inició el procedimiento, que podrán ser prorrogados por otros dos meses.

			d) Transcurridos seis meses desde que se inició el procedimiento.

			4. Imagina que se hubiera presentado la reclamación por parte de Isabel y que, transcurridos cinco años y seis meses desde que se presentó la reclamación y se inició el procedimiento administrativo, la Administración no hubiera dictado resolución expresa que pusiera fin al procedimiento administrativo. Señala cuál es la respuesta correcta:

			a) Una vez transcurridos seis meses desde que se produjo el acto presunto desestimatorio, se tenía que haber acudido a la vía judicial; al no haberlo hecho, no cabe ningún recurso en vía judicial.

			b) En casos de silencio administrativo, queda abierta la posibilidad de impugnación sine die.

			c) El transcurso de cinco años produce la prescripción de las acciones personales, con arreglo al artículo 1.964 del Código Civil, por lo que no cabe ninguna posibilidad de impugnación.

			d) Isabel tuvo que haber accionado contra el silencio administrativo en un plazo de un año desde que este se produjo; al no haberlo hecho, la desestimación presunta es un acto firme y consentido, y, por tanto, inatacable.

			5. Los tres meses de hospitalización de Isabel se consideran, con arreglo a la Ley 35/2015, de 22 de septiembre, de reforma del sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación, como:

			a) Días impeditivos.

			b) Perjuicio personal básico.

			c) Perjuicio personal particular moderado.

			d) Perjuicio personal particular grave.

			
MATERIALES

			— Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y documentación clínica.

			— Sentencia 681/2014 del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, de 25 de septiembre.

		

	
		
			
CASO PRÁCTICO 2

			América One Group, S.A. es la sociedad cabecera de un grupo de empresas dedicado al marketing digital. Al tratarse de una sociedad holding, América One Group, S.A. es titular de acciones representativas del capital social de las sociedades del grupo y no desarrolla actividad económica o comercial alguna en ningún emplazamiento físico distinto de su sede social, situada en Madrid.

			Entre sus empresas filiales se encuentra América One Digital, S.A. Se trata de una sociedad participada al 100 por 100 por América One Group S.A. Su objeto social es la prestación de servicios de asesoría en marketing digital y sus oficinas se encuentran situadas en Valencia.

			Con carácter previo a la apertura de las oficinas situadas en Valencia, América One Digital, S.A. tramitó el pertinente comunicado de actividad ante el Ayuntamiento habiendo recibido la notificación de su admisión y la confirmación de que esas oficinas disponían de título habilitante suficiente para el desarrollo de la actividad. El comunicado de actividad tiene validez indefinida.

			Aproximadamente tres años después de la apertura de la oficina de Valencia, se recibe en dichas instalaciones una notificación del Ayuntamiento dirigida a América One Group, S.A. El recepcionista de la oficina, empleado de América One Digital, S.A. recoge la notificación y la envía por valija interna a la sede de la sociedad matriz en Madrid.

			Mediante dicha notificación se comunica la incoación de un procedimiento de restauración de la legalidad contra la destinataria por desarrollar la actividad de oficina en esa ubicación sin disponer del debido título habilitante de actividad. En la misma, se confiere un plazo de 1 mes a América One Group, S.A. para justificar que dispone de título habilitante suficiente para el desarrollo de sus actividades y formular las alegaciones que considere oportuno para la defensa de sus intereses.

			
ACTIVIDAD 1

			El consejero delegado de América One Group, S.A. se pone en contacto contigo, como abogado interno del grupo de empresas que dirige, y solicita tu opinión al respecto de la notificación recibida. En concreto, te pide aclaración sobre si América One Digital, S.A. puede darse por notificada o no, teniendo en cuenta la estrecha relación entre ambas sociedades.

			Prepara un breve mail en el que expongas tu opinión al respecto, justificándola sucintamente con referencia a las reglas sobre notificación previstas en la normativa básica sobre procedimiento administrativo común.

			
ACTIVIDAD 2

			Apenas dos días más tarde y sin que la anterior notificación haya tenido respuesta alguna por parte de América One Group, S.A. ni de América One Digital, S.A., se recibe una nueva notificación en la oficina de Valencia de América One Digital, S.A., de nuevo dirigida a América One Group, S.A., mediante la cual el Ayuntamiento ordena el cese de la actividad desarrollada en esa misma ubicación en el plazo máximo de quince días, haciendo expresa referencia a que esta decisión se adopta en el marco del procedimiento de restauración de la legalidad que continúa tramitándose.

			El consejero delegado te solicita asesoramiento sobre la posibilidad de reaccionar jurídicamente ante dicha orden de cese.

			Prepara una breve nota en la que indiques si existe vía para impugnar la mencionada orden de cese, citando la normativa y jurisprudencia que apoye tu tesis.

			
ACTIVIDAD 3

			¿Puede considerarse a América One Digital, S.A. interesado en el procedimiento de restauración de la legalidad? Justifica tu respuesta citando los preceptos de la normativa básica sobre procedimiento administrativo común que consideres oportuno.

			
ACTIVIDAD 4

			Sin que se haya agotado el plazo de quince días para el cese de la actividad y sin que se haya presentado escrito alguno en el marco del expediente de restauración de la legalidad, se recibe una nueva notificación, ahora en la oficina de América One Group, S.A., sita en Madrid. Mediante esta nueva comunicación se informa de la incoación de un procedimiento sancionador por la supuesta comisión de una infracción consistente en «ejercer la actividad de oficinas sin disponer del debido título habilitante» y se afirma que no consta en los archivos del Ayuntamiento que América One Group, S.A. haya presentado comunicado alguno de actividad para desarrollar su actividad en la oficina situada en Valencia.

			Redacta un argumento jurídico (asumiendo que formaría parte del escrito de alegaciones a presentar al Ayuntamiento) en el que justifiques la improcedencia de imputar a América One Group, S.A. la infracción indicada. Cita la jurisprudencia que consideres oportuno en apoyo de la pretensión formulada.

			
PREGUNTAS TEST

			1. ¿Tiene obligación América One Group, S.A. de presentar el escrito de alegaciones mediante el registro electrónico de la sede electrónica del Ayuntamiento de Valencia?

			a) No, dado que ha sido el Ayuntamiento el que ha optado por realizar las notificaciones de estos procedimientos por vía postal, por lo que no puede exigir al interesado que emplee una forma distinta de relacionarse con la Administración.

			b) No, al tratarse de procedimientos sancionadores o de restauración de la legalidad, para mayor garantía del administrado se permite que este presente sus escritos tanto en la sede electrónica como en las oficinas de registro presenciales del Ayuntamiento.

			c) No, al tener su sede social en otro municipio distinto de Valencia, puede presentar los escritos dirigidos al Ayuntamiento en cualquier oficina de correos.

			d) Sí, al tratarse de una persona jurídica tiene la obligación de relacionarse con la Administración por medios electrónicos.

			2. Asumiendo que la notificación referida en el enunciado fue practicada el 2 de enero de 2020, ¿cuál sería la fecha límite para América One Group, S.A. para justificar que dispone de título habilitante suficiente para el desarrollo de sus actividades y formular las alegaciones que considere oportunas para la defensa de sus intereses?

			a) 31 de enero de 2020.

			b) 1 de febrero de 2020.

			c) 2 de febrero de 2020.

			d) 3 de febrero de 2020.

			3. El documento notificado estaba redactado en valenciano únicamente, ¿tiene derecho América One Group, S.A., a que el Ayuntamiento traduzca al castellano la notificación relativa a la incoación del procedimiento sancionador?

			a) Sí, al tratarse de una sociedad con domicilio fiscal español, tiene derecho a obtener esa traducción en todo caso.

			b) Sí, dado que la notificación ha de surtir efecto en un territorio en el que el valenciano no es lengua cooficial.

			c) Sí, pero tendrá que asumir los costes de traducción mediante el pago de la correspondiente tasa.

			d) No, dado que la notificación se refiere a una actividad situada en la Comunidad Valenciana, territorio en el que el valenciano es lengua cooficial.

			4. ¿Cuál es el plazo para cursar la notificación de un acto administrativo?

			a) No existe un plazo para cursar la notificación, si bien dicho acto no surtirá efectos hasta que sea notificado.

			b) Diez días desde que haya sido dictado.

			c) Un mes desde que haya sido dictado.

			d) Tres meses desde que haya sido dictado.

			5. ¿Puede actuar América One Group, S.A. ante el Ayuntamiento como representante de América One Digital, S.A. en los procedimientos administrativos referidos en el enunciado y las Actividades 1 a 4?

			a) Sí, porque es titular del 100 por 100 de su capital social.

			b) Solamente en el caso de que así lo prevean sus estatutos sociales.

			c) No, en ningún caso una sociedad puede actuar como representante de otra ante una Administración.

			d) No, al existir un potencial conflicto de interés entre ambas sociedades.

			
MATERIALES

			— Ley 6/2014, de 25 de julio, de Prevención, Calidad y Control ambiental de Actividades en la Comunidad Valenciana.

		

	
		
			
CASO PRÁCTICO 3

			El señor José Pandelbueno, reside en el municipio de Las Industrias de Arriba (Tarragona). Vive en una casa aislada, rodeada de un jardín, situada en el extremo del término municipal, junto al polígono industrial denominado «Trabajamos Mucho». El señor Pandelbueno es panadero y se levanta a las 4.00 h. para empezar la elaboración diaria del pan en la panadería que tiene en el centro del pueblo, de lunes a domingo. Su actividad laboral le obliga a acostarse temprano, para estar en plena forma mucho antes de que salga el sol.

			El terreno donde se hizo construir la casa no está calificado como residencial, sino como terciario y de servicios. No obstante, el Ayuntamiento nunca ha cursado requerimiento alguno al señor José Pandelbueno en relación con el uso urbanístico de la parcela.

			En la nave del polígono industrial que se encuentra más próxima a la casa del señor Pandelbueno está ubicada una planta de reciclaje de titularidad municipal denominada «RECICLAMOS MÁS».

			El municipio de Las Industrias de Arriba está muy cerca de la Costa Dorada, en una zona donde hay muchos campings y bungalós de alquiler. Como consecuencia de la próspera situación del turismo en aquella zona, se da la circunstancia que el volumen de residuos que se genera los meses de julio y agosto es muy elevado. Esto ha comportado que varios municipios colindantes, que no disponen de planta recicladora, hayan suscrito un convenio en el mes de abril de 2020 con el Ayuntamiento de Las Industrias de Arriba para tratar sus residuos en la planta «RECICLAMOS MÁS».

			Para poder dar tratamiento a todos los residuos, en estos dos meses «RECICLAMOS MÁS» ha incrementado su horario de funcionamiento hasta las 23.00 h., por lo tanto, más allá de la hora límite (21.00 h.) que prevé la normativa municipal para la actividad industrial y comercial, excepción que justifica en las necesidades derivadas del interés general en cuanto a la salubridad pública.

			El señor Pandelbueno acude a tu despacho un día del mes de septiembre de 2019 y te explica que el ruido de los camiones que transportan los residuos y de la maquinaria trituradora que funciona cuando éstos dejan la carga no le deja dormir. Por ello, en numerosas ocasiones lo ha puesto en conocimiento de la concejalía de Civismo y Convivencia Ciudadana, incluso haciendo referencia a la vulneración del horario previsto en la propia ordenanza municipal. Aun así, la actividad de la planta de reciclaje mantiene su horario ampliado, dado que los ingresos que generan los convenios subscritos con el resto de municipios son muy necesarios para el Ayuntamiento.

			Por otro lado, también te explica que, debido a las dificultades para conciliar el sueño, sufre agotamiento y falta de concentración. Ello ha comportado que, en varias ocasiones, por errores suyos al manipular la máquina amasadora o el horno eléctrico, no haya podido producir el pan del día, con las consecuencias económicas que esto supone por la pérdida de la producción. A estas pérdidas hay que sumar la reducción del número de clientes habituales, porque conocedores en el pueblo de que a veces no ha podido ofrecer pan del día, un número significativo de personas (alrededor de un 20 por 100) han cambiado de establecimiento para asegurarse que encontrarán ese producto.

			El señor Pandelbueno atribuye los perjuicios que sufre a la actuación del Ayuntamiento y quiere reclamarlos, para lo cual contrata tus servicios.

			
ACTIVIDAD 1

			Redacta una nota dirigida al director del despacho donde trabajas en la que analices cuál es la vía más adecuada para cursar la reclamación indicada por el señor Pandelbueno, enumerando los requisitos necesarios para emprenderla y analizando los eventuales obstáculos para su éxito. No hace falta que reproduzcas todo el relato de los hechos del enunciado, que se dan por sabidos.

			
ACTIVIDAD 2

			¿Tiene alguna relevancia, desde el punto de vista de las posibilidades de que prospere la reclamación a plantear, que el funcionamiento de la planta «RECICLAMOS MÁS» haya sido extendido más allá del horario previsto en la ordenanza municipal de aplicación? Justifica tu respuesta.

			
ACTIVIDAD 3

			Redacta una nota breve en la que describas someramente al señor Pandelbueno la acción que vas a emprender y los trámites del procedimiento que seguirá. Ten en cuenta que el cliente es lego en derecho y, por tanto, debes intentar que tu mensaje sea comprensible para él, evitando un exceso de tecnicismo.

			
ACTIVIDAD 4

			Teniendo en cuenta que la resolución que la alcaldesa de Las Industrias de Arriba ha dictado en el procedimiento que has iniciado ha sido desestimatoria y te ha sido notificada el día 13 de mayo de 2020, explica qué recurso o recursos crees que se pueden interponer contra la misma, señalando el último día en que pueden ser presentados.

			
PREGUNTAS TEST

			1. El recurso de alzada se puede interponer en relación con:

			a) Actos de trámite no cualificados.

			b) Resoluciones que agotan la vía administrativa.

			c) Resoluciones firmes dictadas por órganos que tienen superior jerárquico.

			d) Resoluciones dictadas por órganos que tienen superior jerárquico y que no han adquirido firmeza.

			2. Contra una resolución que agota la vía administrativa:

			a) Si no ha adquirido firmeza, se puede interponer recurso potestativo de reposición o recurso contencioso-administrativo.

			b) No se puede interponer ningún recurso en vía administrativa, solo recurso contencioso-administrativo.

			c) Si no ha adquirido firmeza, se puede interponer siempre recurso de alzada.

			d) Si ha adquirido firmeza en vía administrativa, no se puede interponer recurso extraordinario de revisión.

			3. Para evitar la ejecutividad de una resolución contra la que se interpone un recurso administrativo:

			a) No hay que hacer nada, porque la interposición de recurso tiene siempre el efecto de suspender la ejecución de la resolución.

			b) Hay que solicitar, justificadamente, la medida cautelar de suspensión de la ejecución, excepto en el caso de las resoluciones sancionadoras.

			c) Hay que solicitar, justificadamente, la medida cautelar de suspensión en relación con las resoluciones dictadas en todo tipo de procedimientos administrativos.

			d) No se puede hacer nada, porque la medida cautelar solo se puede pedir cuando se interpone recurso contencioso-administrativo.

			4. La posibilidad de presentación de escritos y documentos sujetos a plazo hasta las 15 horas del día hábil siguiente a aquel en que finaliza el plazo, prevista por el artículo 135.5 de la Ley de Enjuiciamiento Civil:

			a) Es aplicable tanto a la presentación de recursos administrativos como a la de recursos contencioso-administrativos.

			b) Solo es de aplicación en el ámbito de la jurisdicción civil.

			c) Es también de aplicación a la interposición de recursos contencioso-administrativos.

			d) Es de aplicación a los plazos procesales de los recursos contenciosos-administrativos, pero no a la interposición de éstos.

			5. La alegación de inadmisibilidad del recurso por concurrencia de alguna de las causas previstas en el artículo 69 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa:

			a) Solo se puede formular por la parte demandada dentro de los cinco primeros días del plazo para contestar la demanda.

			b) No se puede formular por las partes, porque la inadmisibilidad solo se puede apreciar de oficio por el órgano judicial y ser declarada en la sentencia.

			c) Se puede formular por la parte demandada dentro de los cinco primeros días del plazo para contestar la demanda o bien en el mismo escrito de contestación a la demanda.

			d) Se puede formular por la parte demandante y por la parte demandada.

		

	
		
			
CASO PRÁCTICO 4

			Nuria es una joven emprendedora andaluza que hace unos meses se ha trasladado a Cataluña. Considera que, en su localidad de residencia actual, ubicada en la provincia de Barcelona, la oferta de plazas de guardería es insuficiente y, ante tal situación, decide informarse sobre los requisitos necesarios para abrir una guardería de titularidad privada.

			El Departamento de Educación de la Generalitat de Catalunya le informa que la apertura de un centro de educación infantil privado de primer ciclo, es decir, destinado a niños y niñas de 0 a 3 años, está sometida a autorización administrativa. La solicitud para obtener esa autorización requiere que se acredite por el interesado el cumplimiento de una serie de requisito establecidos en el Decreto 122/2012, de 9 de octubre, del procedimiento de autorización y de comunicación previa para la apertura de centros educativos privados. Asimismo, le informan que, una vez solicitada la autorización, el plazo máximo para resolver el procedimiento es de tres meses, siendo el valor del silencio administrativo positivo, de modo que si no obtiene respuesta en el plazo indicado puede considerar estimada la solicitud.

			Entre los documentos que deben aportarse junto con la solicitud de autorización, se incluye una declaración responsable del solicitante conforme cumple los requisitos para ser titular y el proyecto básico del centro, consistente en planos de los locales y planos de situación, que deben referirse a la distribución final de los espacios e instalaciones.

			El 8 de junio de 2020 Nuria solicita la autorización correspondiente. Lo hace mediante un documento redactado en castellano, puesto que no domina aún el catalán. Acompaña a dicha solicitud toda la documentación exigida por la normativa, salvo los planos con la distribución de los espacios e instalaciones de la futura guardería, debido a que ha pedido al arquitecto incluir algunas pequeñas modificaciones en el proyecto. Nuria piensa que por la falta de un solo documento no habrá problemas en tramitar dicha solicitud y que, en todo caso, los aportará cuando tenga los definitivos.

			Durante los meses de verano se llevan a cabo las obras de adecuación con mucha rapidez, puesto que tiene intención de abrir la guardería el mes de septiembre de 2020.

			La ejecución de las obras genera ruidos, lo que ocasiona molestias a una vecina, Elisa, quien por algún comentario de los operarios, advierte la intención de abrir una guardería en el inmueble. Elisa piensa que las molestias generadas por las obras serán aún mayores cuando la guardería se encuentre en funcionamiento, debido a la presencia de numerosos niños en sus instalaciones. Por ello decide acudir al Departamento de Educación para preguntar al respecto, y en su caso formular alegaciones.

			
ACTIVIDAD 1

			A principios de septiembre Nuria ya ha recibido varias solicitudes de inscripción a la guardería y tiene prevista la apertura el 15 de septiembre de 2020, pero está preocupada porque a falta de una semana para esa fecha aún no ha recibido notificación alguna que le confirme el otorgamiento de la autorización de apertura por parte del Departamento de Educación.

			Ante tal situación, el 9 de septiembre de 2020 llama por teléfono al Departamento y plantea su inquietud, demandando información sobre el estado del expediente. El funcionario que la atiende, le solicita una dirección de correo electrónico para remitirle la información solicitada. Unas horas después, ese mismo día, recibe un correo electrónico del Departamento de Educación en el que se le informa de que, analizada la documentación presentada, se ha detectado un incumplimiento de los requisitos establecidos en la normativa para el otorgamiento de la autorización y que, en consecuencia, no puede resolverse el procedimiento en sentido estimatorio. En el correo electrónico, no se indica cuál es el incumplimiento detectado, pero se informa expresamente de que no puede abrirse la guardería en tanto no se obtenga la autorización.
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